PAGE  
20 de 21

	               República de Colombia

                       Rama Judicial

                          [image: image2.png]



CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA
SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

	M.P. JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

Radicación No 680011102000201000585 01/2425A
Referencia:  Apelación Sentencia Sanción Abogado

Sala de Decisión No. 1 



CONSULTA/ Sentencia sancionatoria abogado

FALTAS A LA DEBIDA DILIGENCIA PROFESIONAL/ Dejar de hacer las labores propias de su gestión profesional. 

Falta 

EJERCICIO ILEGAL DE LA PROFESIÓN / Artículo 39 de la Ley 1123 de 2007

CONFIRMA/ Decisión de exclusión de primera instancia. 

Uno de los deberes de un profesional del derecho, es atender con celosa diligencia la labor encomendada y no dejar a su suerte su mandante, quien al momento de contratarlo puso todas sus expectativas para efectos de que defendiera sus derechos. 

Por otro lado, no es plausible el hecho que un jurista acepte gestiones, aún cuando es conocedor de la incompatibilidad en la cual esta recayendo, como lo es ejercer la profesión estando suspendido y/o excluido del ejercicio profesional, pues ello pone en entredicho la seguridad jurídica y burla a todas luces las ordenes judiciales.  
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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., Veintinueve (29) de marzo de dos mil doce (2012)
Magistrado Ponente JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO
Radicación No. 680011102000201000585 01/2425A
Discutido y aprobado en Sala  No. 030 de esta misma fecha


Procede la Sala Dual de Decisión No. 1 conformada por los Honorables Magistrados José Ovidio Claros Polanco y Julia Emma Garzón de Gómez, a revisar por vía jurisdiccional de Consulta, la sentencia proferida el 20 de enero de 2012, por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander
, a través de la cual sancionó con suspensión de dos meses al abogado José Abel Valencia Valencia, al encontrarlo responsable de incurrir en las faltas previstas en los artículos 37 numeral 1 y artículo 39 de la Ley 1123 de 2007.
ANTECEDENTES


Mediante escrito adiado del 25 de junio de 2010, la señora LUZ AMPARO SUÁREZ ÁVILA, solicitó se investigara al abogado JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA, por cuanto a raíz de la compra de una finca por parte de ella, contrató los servicios del jurista, con el objeto que éste realizara la desglobalización y escrituras del predio, allegando a un acuerdo de $1.500.000 por dicha labor. 


Indica que el valor de $1.500.000 le fue entregado en su totalidad y además se le canceló la suma de $800.000 en efectivo para gastos notariales y de escritura, sin que a la fecha de interposición de la queja el jurista hubiere desplegado la gestión encomendada, pese a los múltiples llamados hechos por ella vía telefónica sin resultados positivos, pues el letrado nunca le contesta, y en el edificio en donde tiene su oficina no le permiten el ingreso, negándose por contera a darle explicación de su actuar. (folio 1 c.o.).

ACTUACIÓN PROCESAL

I. Una vez acreditada la calidad de abogado del doctor JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA, mediante auto del 13 de julio de 2010, el Magistrado instructor, con fundamento en lo establecido en el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, dispuso la apertura de la investigación disciplinaria en contra del citado jurista, disponiendo para el efecto, fijar el día 12 de octubre de 2010 a las 3:15 p.m, para llevar a cabo la audiencia de pruebas y calificación, con citación del Ministerio Público, de la quejosa y el abogado denunciado  (fl. 7 c.o.).

II.  Ante la falta de comparecencia del jurista a la fecha señalada para la audiencia de pruebas y calificación provisional y al no haber presentado justificación, pese al emplazamiento que se le hiciera, se procedió mediante proveído del 10 de diciembre de 2010 a designarle defensor de oficio y se fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia de pruebas y calificación provisional el 15 de febrero de 2011. (fl. 18 c.o.).

AUDIENCIA DE PRUEBAS Y CALIFICACIÓN PROVISIONAL


- Instalada la Vista Pública, con la presencia de la quejosa y la defensora de oficio, el Magistrado instructor después de hacer las advertencias de ley para el desarrollo de la audiencia, procedió a dar lectura de la queja; seguidamente le concedió el uso de la palabra a la defensora para que ésta hiciera sus manifestaciones de rigor, quien adujo que se debe entrar a ampliar la queja, en el sentido de indicar las fechas de entrega de los dineros al abogado investigado, si hubo recibos de ello, cuáles eran las diligencias que en su momento debía adelantar el jurista con los rubros cancelados y precisar si el profesional del derecho suscribió la escritura y a quien se le compró la finca.  


Seguidamente y atendiendo el pedimento de la defensora de oficio, se decretó como prueba, escuchar en diligencia de ratificación y ampliación de queja a la querellante, procediéndose a realizarla en forma inmediata, motivo por el cual la señora SUÁREZ ÁVILA sostuvo no recordar la fecha exacta de la entrega del dinero al investigado, pero si acordarse de que las diligencias se hicieron en la Notaria Séptima. 


Esgrimió que “para comprar la finca en Lebrija, fue porque tenía en arriendo la finca para criadero de cerdo y hice un arreglo con la dueña y en parte de pago le entregue un apartamento que tenía en Bucarica. Esa finca está en sucesión y no está desenglobada y yo compre la parte a la señora. Y entonces hablé con el abogado y las referencias que tenía de él eran muy buenas, era buen cliente y buena persona y él dijo que si que él hacía desenglobe y llegamos al arreglo y quedamos en que yo le daba $1.500.000 en dinero y que si lograba en sacar lo de las hectáreas no las dividíamos por la mitad y fuimos a la Notaría y firmamos el documento en donde yo me comprometía en darle la mitad de lo que el generara recuperar. Después hicimos las escrituras o con la señora Socorro hicimos las escrituras, y en la Notaría fue en donde le entregué la plata para que pagara la boleta fiscal y los derechos de escritura y pasó el tiempo y yo le preguntaba por la escritura y me salía siempre con excusas, y un día me llamó y me dijo que necesitaba una plata para el perito que iba a avaluar y le di lo que él me pidió, después ya ni me contestaba el teléfono y fui montones de veces al apartamento  y no fue posible hablar con él. Las escrituras las hicimos en la Notaría Séptima de telecom para abajo, la cual el abogado nunca la recibió, ese día yo cancele los derechos de la Notaría y aparte le dí $800.000 para la boleta fiscal. El abogado no me firmó ningún recibo por los $800.000 ni tampoco por el $1.500.000. La escritura yo la firmé como compradora; para el trámite de desenglobalización yo le di todos los documentos que tenía sobre la finca, el abogado no me firmó ningún documento de los documentos que yo le hice entrega.” (sic)


Finalmente indica no haberle firmado ningún poder, sino un acuerdo en la Notaría en donde se firmó la escritura, más o menos en junio de 2009, es decir, dos meses después; arguyó que el jurista se aprovechó de su buena fe, pues ella le entregó unos dineros para trámites notariales y para la boleta Fiscal y el profesional del derecho no hizo nada. 


Posteriormente, el Magistrado amplió el decreto de pruebas, requiriendo a la quejosa para que aportara a las diligencias los documentos relacionados con el asunto del abogado, así como que informara los nombres completos de los hijos de la vendedora de la finca, quienes según su dicho tuvieron pleno conocimiento de los hechos. 


El funcionario instructor, ordenó que una vez se allegaran los documentos  por parte de la quejosa y la información de los nombres de los hijos de la vendedora de la finca, se citara a estos para una declaración, y se oficiara a la Notaría con el fin de que se allegara copia de la Escritura pública; para tales efectos suspendió la audiencia para continuarla el 31 de mayo de 2011 a las 4:00 pm. 


- Iniciada la audiencia en la fecha y hora señalada, con la presencia únicamente de la defensora de oficio, el Magistrado Instructor dejó constancia de no haberse dado cabal cumplimiento por parte de la quejosa a la orden de pruebas y sostuvo que al infolio sólo se aportaron los antecedentes disciplinarios del profesional del derecho; por lo tanto, concluyó que al ser suficientes los elementos probatorios existentes al interior del trámite disciplinario, entraba a formular pliego de cargos en contra del doctor JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA, como posible autor de las faltas a la diligencia del abogado consagrada en el numeral 1º del artículo 37, a la honradez del abogado prevista en el art. 35.4  y al ejercicio ilegal de la profesión contenida en el art. 30 de la ley 1123 de 2007, todo lo anterior a título de culpa  la primera y dolo las dos últimas.


Lo anterior al considerar que el jurista no realizó las labores encomendadas por la quejosa como lo es el desenglobe de la finca adquirida por ella, así como tampoco las acciones propias del registro de la escritura. De igual forma arguyó que además de los $800.000  entregados al letrado para la boleta fiscal, derechos de escritura y registro, el togado le pidió otros rubros para gastos de perito y del croquis, al parecer frente a un topógrafo, sin existir prueba de la cancelación de esas sumas a dichas personas, conducta ésta además agravada por el artículo 45 literal c numeral 4º, en cuanto al parecer el litigante utilizó en provecho  propio los dineros  que recibió en virtud del encargo profesional.


De igual forma refirió que en virtud al certificado de antecedentes disciplinarios, el jurista ha tenido varias suspensiones y está excluido de la profesión desde el 23 de septiembre de 2010, en virtud de la sentencia del 23 de julio de la misma anualidad, registrando además una segunda exclusión que no ha empezado a regir, de acuerdo al fallo proferido el 16 de febrero del año 2011; asimismo, el letrado estaba suspendido desde el 19 de octubre de 2009 hasta el 18 de octubre de 2011. 


Indicó que el jurista aceptó el encargo encomendado a sabiendas de su situación, sin haber renunciado al mismo o por lo menos informar a la quejosa sobre tal suceso, motivo por el cual está vulnerando el régimen de la profesión y el de las incompatibilidades prevista en el art. 29 numeral 4º de la Ley 1123 de 2007, pues ejerció su profesión y aceptó el mandato aún cuando estaba suspendido del ejercicio y posteriormente excluyeron guardando silencio. 


Ulteriormente, el funcionario decretó las pruebas que en su sentir consideró legalmente conducentes y pertinentes, procediendo a señalar como fecha para la audiencia de juzgamiento el día 18 de agosto de 2011 a las 11:00 a.m., data en la cual no se llevó a cabo la misma dada la inasistencia del disciplinado y su defensora de oficio, sin embargo, en virtud a la justificación presentada por ésta última, se señaló como nueva calenda el día 10 de noviembre a la hora de las 11:30 a.m. (v. fls. 40 a 44 y 99)

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO


Instalada la vista pública, con la asistencia de la defensora de oficio, se procedió a incorporar las pruebas decretadas en la audiencia de pruebas y calificación provisional en donde se hizo la calificación jurídica, y se le corrió traslado de las mismas a la asistente, quien arguyó no tener ninguna objeción de las mismas. 


De igual forma se recepcionó el testimonio de la señora MARTHA VARGAS REY, quien sostuvo saber sobre el encargo encomendado por la quejosa al abogado investigado en lo referente a las escrituras, sin embargo indica que desconoce sobre si la querellante le entregó dinero al litigante; refiere que lo pretendido era desenglobar y dicho asunto se ha tratado de realizar por varios abogados, pues la finca esta por parcelas, empero, ello tampoco se ha logrado en vista del embargo del predio por varios millones de pesos. 


También manifestó que “es imposible que el abogado hiciera el desenglobe porque su hermano ya había contratado a otro abogado para el problema de esa finca y no fue capaz, no sabe como irán a solucionarlo: lo que mi mama tenía de esa finca se lo vendió a la señora AMPARO, es una sola finca pero está por parcelas. Al abogado lo conocí por medio de la señora AMPARO cuando ella lo llevó para desenglobar la finca, pero no sabe que hizo él.”   


Seguidamente la defensora de oficio presentó sus alegatos de conclusión, arguyendo que al interior del expediente no se encuentra un recibo en donde se acredite el pago de dinero por parte de la quejosa al su defendido. Indica ser extraño el hecho que la querellante según manifestación de la testigo, es comerciante, y si ello era de esa forma, porqué no solicitó recibo de los rubros cancelados supuestamente al togado. 

Finalmente que también es inentendible el hecho que si la inconforme  conocía sobre la problemática de la finca en lo referente a la imposibilidad de llevar a cabo el desenglobe y el embargo que pesaba sobre el bien, porqué contrató los servicios del profesional del derecho; por lo tanto adujo no existir prueba demostrativa de la incursión de alguna falta disciplinaria por parte del litigante, motivo por el cual se deberá absolver. (v. fls. 133, 134 y CD).

ACERVO PROBATORIO


Del material probatorio allegado al expediente, se pudo establecer lo siguiente:

1.- Certificado de antecedentes disciplinarios de abogados expedido por esta Superioridad en el año 2011, en donde se indica que el aquí disciplinado registra tres sanciones de suspensión empezando la primera el 27 de abril de 2007 y terminando el 26 de abril de 2009, la segunda desde el 19 de octubre de 2009 al 18 de octubre de 2011 y la tercera del 5 de octubre de 2009 al 4 de junio de 2010; por su parte tiene dos exclusiones del 23 de julio de 2010 y 16 de febrero de 2011. (v. fls. 38 y 39)

2.- Oficio de fecha 18 de julio de 2001, emanado de la Notaría Tercera, en donde informa que no se encontró ningun instrumento público  otorgado por la señora LUZ AMPARO SUÁREZ ÁVILA. (v. fl. 56)

3. Oficio adiado del 8 de agosto de 2011, por medio del cual la Notaría Séptima de Bucaramanga, remite copia íntegra de las escrituras públicas Nos. 3145 y 4216 de 2009, en donde interviene la señora LUZ AMPARO SUÁREZ. (v. fl. 57 a 70)

4. Copias de cada uno de los telegramas mediante los cuales se le comunicó al investigado en los demás procesos disciplinarios seguidos en su contra, sobre las sanciones a él impuestas. (v. fls. 111 a 131)

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander, mediante providencia de fecha 20 de enero de 2012, sancionó con EXCLUSIÓN en el ejercicio de la profesión, al abogado JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA, al hallarlo responsable de las faltas descritas en los artículos 37 numeral 1º, 34 numeral 5º y 39 de la Ley 1123 de 2007.


En efecto, la primera instancia, halló evidencia probatoria suficiente para enjuiciar y excluir al abogado VALENCIA VALENCIA en relación con los hechos que se le imputan, pues se desprende que  no desplegó ninguna gestión encomendada por la querellante y aceptó el mandato estando suspendido y después excluido del ejercicio profesional, sin embargo no se encuentra acreditado sobre el recibimiento de dineros de manos de su cliente y menos que los mismos los haya utilizado para provecho propio. 


Arguyó que si bien no existía prueba documental que acreditara el encargo efectuado al abogado, la declaración de la testigo puso de presente la relación entre la quejosa y él, pues la declarante es hija de la vendedora de la finca y por ende estaba enterada de todos los pormenores; máxime lo anterior, si bien la escritura no hace mención al jurista, se establece la fecha de otorgamiento de la misma, la cual fue el 6 de julio de 2009, motivo por el cual y gracias igualmente a la declaración rendida por la señora VRGAS REY, se corroboró la época de contratación del letrado, 


Sostuvo que “…Es cierto que la quejosa afirma no haber firmado al abogado el poder requerido para adelantar el trámite judicial, pero igualmente resulta que el abogado no elaboró el texto correspondiente para la firma del cliente, siendo claro que es el profesional del derecho quien conoce de la documentación que se requiere para actuar y quien debe elaborar el poder respectivo, pues es quien sabe cómo elaborarlo y cuál es la gestión que debe adelantar para la obtención de los fines que persigue su cliente. 


Así las cosas, se debe concluir que el togado dejó de actuar conforme se le encomendó, defraudando las expectativas de su cliente frente a la gestión relacionada con el bien que había adquirido, máxime cuando el abogado se comprometió a adelantar la gestión e incluso comenzó a actuar al acompañar a la quejosa a la Notaría donde se firmaría la escritura de compraventa…” (sic) 


En lo relativo a la falta por el ejercicio ilegal de la profesión, arguyó que después de habérsele encomendado la gestión y sin haber renunciado a ella, el abogado fue sancionado con suspensión en el ejercicio de la profesión, siendo tal situación de su pleno conocimiento, pues se le enviaron las comunicaciones de rigor y se notificó como lo ordena la ley.


Igualmente adujo que “…Así las cosas, se tiene que el abogado sabía de la sanción de suspensión que regía desde el 5 de octubre de 2009 hasta el 4 de junio de 2010, de la suspensión vigente desde el 19 de octubre de 2009 hasta el 18 de octubre de 2011 y de la exclusión posterior que comenzó a regir el 23 de septiembre de 2010, sin que haya renunciado a la gestión y sin informar a su cliente respecto de su situación profesional, lo que quiere decir que mantuvo a su cargo el negocio encomendado sin que pudiera desarrollarlo debido a las sanciones disciplinarias que le fueron impuestas, por las cuales no podía ejercer la profesión de abogado y por tanto no podía llevar a cabo el proceso judicial necesario para el desenglobe del predio, como se le había confiado. 


Esta conducta aparece efectuada con conocimiento de su ilicitud, esto es, con dolo, pues como abogado conocedor de las sanciones disciplinarias en su contra, debía saber que no podía ejercer la profesión y que por lo tanto no podría adelantar la gestión encomendada, sin que haya obrado de conformidad, pues no renunció al encargo...”  (sic)


En lo que atañe a la falta a la honradez del abogado, se absolvió al abogado de la misma, al no existir prueba que demuestre la entrega de los dineros por parte de la quejosa y menos aún que los rubros no los haya entregado a quien corresponde o los hubiere utilizado en provecho propio. 


Por último, en lo que respecta a la dosificación de la sanción esgrimió que “Así las cosas, dada la naturaleza de los hechos, que se trata de un concurso de faltas una de ellas de modalidad culposa y otra de modalidad dolosa y dado que el disciplinable registra antecedentes disciplinarios porque tiene una sanción de suspensión anterior a la fecha de los hechos investigados y una de las faltas se refiere al ejercicio ilegal de la profesión, se considera que la sanción a imponer debe ser la de EXCLUSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN.” (sic)

CONSIDERACIONES DE LA SALA


Conforme a las atribuciones conferidas por los artículos 256 numeral 3 de la Carta Política y 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los capítulos IV y V del Titulo I del Acuerdo No. 075 del 28 de julio de 2011, por mendio del cual se modifica y adopta el Reglamento de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, la Sala Dual de Decisión 1 conformada por los H.M. José Ovidio Claros Polanco y Julia Emma Garzón de Gómez, es competente para conocer por vía jurisdiccional de consulta la sentencia proferida por la Corporación de instancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 1123 de 2007.



En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna que pueda invalidar la actuación hasta ahora adelantada, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y a la luz de las disposiciones legales que atañen al tema a debatir. 

Para proferir fallo sancionatorio se hace exigible que medie prueba del cargo y  certeza del  juicio de  responsabilidad  sobre la  falta imputada; de igual manera las pruebas que gobiernen la investigación disciplinaria deberán apreciarse en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica, debiéndose observar cuidadosamente los principios rectores de la ley procesal penal, básicamente los de legalidad, debido proceso, resolución de duda, presunción de inocencia, culpabilidad y favorabilidad.


Fácilmente puede colegirse del sub lite, que el problema jurídico sobre el cual debe pronunciarse esta Corporación, está relacionado con las faltas disciplinarias, descritas en el numeral 1º del articulo 37 y artículo 39 de la Ley 1123 de 2007 de la siguiente manera:
“ARTÍCULO 37. Constituyen faltas a la debida diligencia profesional:

1. Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional, descuidarlas o abandonarlas.”.

“Artículo 39. También constituye falta disciplinaria, el ejercicio ilegal de la profesión, y la violación de las disposiciones legales que establecen el régimen de incompatibilidades para el ejercicio de la profesión o al deber de independencia profesional.”

Establecido lo anterior y descendiendo al caso que ocupa la atención de la Sala, al analizar las pruebas allegadas al proceso disciplinario,  se encuentra que,  efectivamente, la señora LUZ AMPARO SUÁREZ ÁVILA, contrató los servicios profesionales del abogado JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA, con el fin que éste adelantara diligencias notariales, en el sentido de tramitar la escritura de compraventa de una parte de la finca comprada por la inconforme a la señora Socorro Gómez e hiciera el desenglobe del predio, entregándole para dicho fin unas sumas de dinero, gestión que no realizó cabalmente, por cuanto nunca hizo las diligencias notariales “escrituras”, así como tampoco desplegó ninguna labor tendiente a desenglobar el terreno adquirido, tal y como se pudo constatar de la ratificación y ampliación de la queja y del testimonio rendido por la señora MARTHA VARGAS REY 


Téngase en cuenta que como bien lo adujo la querellante, ésta pretendía se iniciaran los trámites respectivos, bien fuera a nivel judicial o extrajudicial, con el fin de proteger sus derechos, situación ésta que poco o nada le importó al togado, pues reiterase, esté no desplegó ninguna labor tendiendo a los fines para el cual fue contratado y por el contrario nunca le contestó el teléfono a la quejosa ni le dio explicación alguna de su negligente proceder, coligiéndose de ello, la poca diligencia del litigante.


Ahora, es tan clara la indiligencia en la que incurrió el profesional del derecho, que como bien lo adujo la testigo en su declaración, él fue contratado por la quejosa a efectos de que procediera a desenglobar el predio correspondiente a ella y le entregara las escrituras como era, lo que a todas luces da a entender, sobre la gestión encomendada, la cual nunca adelantó, tal y como lo afirma no sólo la quejosa sino la declarante, guardando silencio de su inadecuado proceder.

De lo anterior queda plenamente establecido que el jurista no adelantó gestión alguna; así mismo se comprueba que, al contrario de lo indicado por la defensora de oficio, si bien la quejosa sabia sobre el problema que tenía la parcela por ella comprada en lo referente al desenglobe, no lo es menos que la inconforme puso en el jurista todas sus expectativas para la labor encomendada, pensando que él a diferencia de los demás profesionales del derecho contratados por la vendedora de la finca en época anterior, sí podía realizar tal mandato, lo cual efectivamente no sucedió, y por el contrario, nunca rindió explicación alguna de su inadecuado proceder y menos le indicó o le informó a su cliente sobre la imposibilidad de realizar el desenglobe. 


Téngase en cuenta que el jurista, si consideraba era imposible realizar la labor encomendada, debió exponérselo a su cliente, de acuerdo a sus conocimientos jurídicos, y no simplemente aceptar la gestión sin auscultar el caso y verificar si efectivamente podía velar por los intereses de su mandante, dejándola desamparada e inmersa en meras expectativas.  


Y es que lo correcto era que el jurista entrara a representar a su mandante en debida forma adelantando el proceso idóneo, tal y como se le encargó, pues dentro de los deberes que tiene todo profesional del derecho, están los de buscar defender los intereses de su mandante, poniendo en práctica todo su conocimiento y herramientas para lograr tal fin.


Igualmente, el profesional investigado, debe ser consciente de los deberes que contrae cuando asume un encargo profesional, pues el mismo lo lleva a sopesar la responsabilidad frente al cliente y la sociedad, en consecuencia, para la Sala respaldando lo dicho por el Seccional de instancia no cabe duda que el doctor VALENCIA VALENCIA fue indiligente, pues las pruebas allegadas al expediente dan cuenta de la certeza de su omisión, por tanto, la sentencia objeto de apelación será confirmada en su integridad. 

Por su parte en lo referente a la segunda conducta al litigante enrostrada, se tiene que conforme lo establece el artículo 19 del mismo estatuto, dentro de los sujetos disciplinables en virtud de dicho código deontológico, se incluyó por parte del Legislador del 2007, entre otros, a los abogados en ejercicio de la profesión “… así se encuentren excluidos o suspendidos del ejercicio de la profesión…”, con lo cual se buscó poner fin a una situación constitutiva de burla a la ley, en la medida en que muchos abogados, estando sancionados, incluso con la más severa de las penas señaladas en el anterior estatuto –y que aún se mantiene con esa característica en el actual Código de los Abogados- cual era la exclusión de la profesión, seguían ejerciendo el litigio, con el más absoluto desprecio por la ética y en grave perjuicio de la sociedad. 


En vigencia del anterior código, esta Superioridad se vio avocada a una situación compleja, pues si bien en rigor era insoslayable que quienes así actuaban, francamente atentaban de manera grave contra los más elementales principios de la ética judicial, no menos cierto era que tan reprochable proceder se enmarcaba más en el ámbito contravencional del ejercicio ilegal de la abogacía, que en el campo del control ético a la actividad propia de quienes ejercían la profesión, pero que lo hacían faltando a los deberes señalados para ello en la Ley. 


Tal situación –enhorabuena- fue aclarada de una vez por todas en el nuevo Código de los abogados, no sólo incorporando en su catálogo de deberes el de renunciar o sustituir los poderes, encargos o mandatos, en los casos en que el jurista sea sujeto pasivo de una pena o sanción incompatible con el ejercicio de la abogacía (art. 28.19 L. 1123 de 2007), sino también incluyendo como una de esas situaciones de incompatibilidad con el ejercicio de la  profesión, la circunstancia de estar el togado suspendido o excluido de la profesión (art. 29.4 ibídem) y, lo que es más importante para el caso que aquí nos atañe, consagrando como falta disciplinaria autónoma el ejercicio ilegal de la profesión o la violación al régimen de incompatibilidades. 

 Pues bien, del recaudo probatorio obrante en la foliatura, se observa que el litigante JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA había sido sancionado con suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de 2 años y 8 meses en tres oportunidades mediante sentencias del 21 de febrero de 2007, 25 de febrero y 30 de marzo de 2009, por las faltas de los artículos 54.2, 55.2 y 53.2 y 3 del Decreto 196 de 1971, las cuales empezó a regir desde el 27 de abril de 2007 al 18 de octubre de 2011; del mismo modo, se encuentran dos exclusiones del ejercicio de la abogacía con sentencias de fechas 23 de julio de 2010 y 16 de febrero de 2011, iniciándose la sanción el 23 de septiembre de 2010 y 14 de julio de 2011 (fls. 54 y 55, c.o.) y que, pese a ello, siguió defendiendo los intereses de la señora LUZ AMPARO SUÁREZ ÁVILA, y de otras personas, como lo refirió la declarante, ocultando dicha situación a su prohijada, pues nótese como aceptó el encargo en el año 2009.


Y es que dentro del presente asunto, no existe ni siquiera un eximente de responsabilidad o justificante de su actuar, pues éste nunca acudió al presente trámite a defenderse y allegar pruebas a su favor, el asunto de marras se llevó sólo con la audiencia de la defensora de oficio; aunado a ello, pese a estar enterado de las múltiples sanciones impuesta en su contra, ni siquiera optó por sustituir el poder o renunciar al mismo, y por el contrario, reiterase, siguió ejerciendo la profesión de abogado no solo con su clienta, sino por lo menos con las personas a quien la querellante lo recomendó, como fue a los familiares de la aquí declarante, a quienes según ésta, les asesoró en un trámite penal. 


Así las cosas, ninguna duda cabe que el togado JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA, defendía los intereses de la señora SUÁREZ ÁVILA y de otras personas recomendadas por la inconforme, pues éste a sabiendas de su situación, en lo referente a la inhabilidad en la cual se encontraba en ese momento, aceptó los encargos encomendados, tanto el de la aquí quejosa como el de la declarante, quien en su testimonio adujo haberlo contratado para que le dieran la libertad a un yerno, entregándole la suma de $400.000. 


Aunado a lo anterior, no existe duda de la notificación del doctor VALENCIA VALENCIA, en lo referente a las sanciones impuestas en las sentencias referidas en incisos anteriores y que es la base del asunto de marras, pues tal y como se puede corroborar a folios 111 a 131 del cuaderno de 1ª instancia, al disciplinado en mención y a su defensor, se le notificó cada una de las decisiones, mediante telegramas. 

En consecuencia, y sin que sea necesario proceder a mayores disertaciones sobre la materia examinada, la Sala confirmará la providencia consultada, al no quedar asomo de duda para considerar que el abogado JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA incurrió dolosamente en la prohibición descrita en el artículo 39 de la Ley 1123 de 2007, al haber ejercido la profesión a sabiendas de estar sancionado y excluido del ejercicio profesional.



De este modo, no existe duda para deprecar responsabilidad disciplinaria al encartado en los términos y condiciones referidos en el fallo de primera instancia, siendo la sanción impuesta por el A Quo proporcional y ajustada a los parámetros señalados en el artículo 45 del actual Estatuto Deontológico de la Abogacía, máxime si se tiene en cuenta que, el jurista ha incurrido en múltiples ocasiones en faltas disciplinarias, al punto de haberse sancionado en tres oportunidades y excluido en dos más; sin dejar de lado las consideraciones atendidas por el A Quo para sancionar tan drásticamente al investigado, principalmente el hecho de ser conocedor de su inhabilidad y quedarse callado, siguiendo aceptando casos y no informarle nada a la quejosa 



Entonces, suma esta Colegiatura otras circunstancias, y son, el haber causado un perjuicio a la administración de justicia, pues con la trayectoria que tiene el togado de más de 10 años, se atreve a ir en contravía de las sanciones impuestas, poniendo en vilo la seguridad jurídica del estado; además calló, es decir fue conciente de su conducta y tal conducta es totalmente reprochable y nunca se hizo presente al presente trámite a ejercer su derecho de defensa. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Dual de Decisión No. 1 de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura conformada por los H.M. José Ovidio Claros Polanco y Julia Emma Garzón de Gómez, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia del 20 de enero de 2012, proferida el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander, mediante la cual sancionó al abogado JOSÉ ABEL VALENCIA VALENCIA con EXCLUSIÓN del ejercicio de la profesión, tras hallarlo responsable de incurrir en las faltas descritas en el numeral 1º del artículo 37 y artículo 39 de la Ley 1123 de 2007, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de este proveído.

SEGUNDO. Devuélvase el expediente a la Corporación Seccional Disciplinaria de origen, para que notifique a todas las partes dentro del proceso y cumpla lo dispuesto por la Sala.

TERCERO. Ejecutoriada esta providencia, por la Secretaria Judicial de la Sala comuníquese lo pertinente al Registro Nacional de Abogados para los efectos de que da cuenta el artículo 47 de la Ley 1123 de 2007. Se advierte que los  efectos de la  sanción empiezan a regir a partir de su inscripción. 
COMUNÍQUESE,  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.



JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO        JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ               

                                Vicepresidente                                               Magistrada

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial
� Sala Conformada por las H.M. Carmelo Tadeo Mendoza Lozano (ponente) y Martha Isabel Rueda Prada 
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